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Resumen
En Argentina, hasta el momento se han de-
sarrollado escasas experiencias de imple-
mentación de esquemas de pago de servicios 
ambientales. No obstante, la recientemente 
sancionada Ley Nacional 26.331 de presu-
puestos mínimos de conservación de bosques 
nativos provee un marco normativo para el di-
seño e implementación de dichos esquemas, 
dirigidos a la conservación de bosques nati-
vos en todas y cada una de las provincias del 
país. Por ello, el objetivo de esta propuesta es 
analizar el contexto del marco legal y políti-
cas públicas relacionadas con mecanismos de 
compensación y como son PSA y REDD+ de 
los bosques nativos. Se examinan distintos ca-
sos en el país donde existe una justipreciación 
para los mecanismos mencionados. 

Palabras clave: Legislación forestal; meca-
nismos de compensación; recursos forestales; 
servicios ambientales.

Abstract
In Argentina, until now, few implementation 
experiences of environmental services pay-
ments schemes have been developed. Howe-
ver, recently enacted National Law N° 26,331 
of minimal budgets for the protection of native 
forests establishes a normative framework for 
the design and implementation of such sche-
mes, directed towards the conservation of na-
tive forests in each forest province in the coun-
try. Therefore, the objective of this proposal is 
to analyze the context of the legal framework 
and public policies related to compensation 
mechanisms and how are PES and REDD+ of 
native forests. Different cases in the country, 
where environmental services payments sche-
mes are correctly valued, are examined.

Keywords: environmental services, compen-
sation mechanisms, forest legislation, resour-
ces forestry.
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Resumen gráfico:

Introducción
Los Servicios Ecosistémicos (SE) y Servicios 
Ambientales (SA) son equivalentes de forma 
parcial porque, el primero es utilizado en con-
textos académicos y en algunos programas in-
ternacionales para enfatizar que los servicios 
son producto de la interacción entre los dis-
tintos componentes de los ecosistemas. El se-
gundo hace referencia a “ambiente” o “medio 
ambiente” para armonizar con el léxico de se-
cretarías o ministerios en el ramo (SEMARNAT, 
2003; Balvanera & Cotler, 2007). 

Constanza et al. (2017) hacen una retrospec-
tiva de las diferentes definiciones desde 1997 
a esta parte; realizando algunas aclaraciones 
como ser; distinguir entre procesos y funcio-
nes del ecosistema ya que, si bien contribu-
yen a ellos, no son sinónimos. Los procesos 
del ecosistema y las funciones describen las 
relaciones biofísicas que existen independien-
temente de si los humanos se benefician o 
no. Por el contrario, los servicios son aque-
llos procesos y funciones que benefician a las 

personas, consciente o inconscientemente, di-
recta o indirectamente.

Sin embargo, las conexiones entre los proce-
sos del ecosistema y las funciones y el bien-
estar humano son complejas y las diversas 
vías todavía no se entienden bien, entonces 
tenemos que tomar un enfoque pluralista y el 
enfoque de precaución para evaluar estas co-
nexiones y para valoración de los beneficios. 
No hay una forma correcta de evaluar y valo-
rar los servicios ecosistémicos. 

Los SE implican el reconocimiento de que los 
humanos dependen de ellos para su bienestar 
y su propia supervivencia en el resto de la na-
turaleza y biósfera. Además, no se debe igno-
rar que el hombre es una especie biológica y, 
como todas las demás especies, ‘usan’ los re-
cursos para sobrevivir y prosperar; por lo tan-
to, se debe reconocer nuestra interdependen-
cia con el resto de la naturaleza. Entonces, en 
lugar de implicar que los humanos son lo único 
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que importa, el concepto de servicios eco-
sistémicos deja en claro que todo el sistema 
es importante, tanto para los humanos como 
para las otras especies con las que somos in-
terdependientes (Constanza et al., 2017).

Los sistemas de pago de servicios ambientales 
(PSA) prometen oportunidades para la conser-
vación de la elevada diversidad de Latinoaméri-
ca, pero también presentan limitaciones seve-
ras para su aplicación en esta región. Existen 
muchos esquemas de PSA en distintos países 
de Latinoamérica, incluyendo a México, Costa 
Rica, Ecuador, Guatemala, Colombia y Bolivia 
(Engel et al., 2008; Muñoz-Piña et al., 2008), 
basados sobre el supuesto de que el manteni-
miento de los ecosistemas naturales asegura la 
provisión de agua (en adecuada cantidad, cali-
dad, y en temporada seca), o el mantenimiento 
de los almacenes de carbono (regulación climá-
tica). Entre 1996 y 2015, las inversiones en pro-
yectos PSA relacionados con los bosques han 
sido liderados por Costa Rica; alcanzando cifras 
millonarias y cuyos fondos procedieron de los 
impuestos a los combustibles fósiles y de crédi-
tos del Banco Mundial (FAO, 2016).

El éxito de este tipo de esquemas ha sido me-
dido en términos de la cantidad de superficie te-
rrestre que recibe estos pagos, así como de sus 
características biológicas y sociales (Muñoz-Piña 
et al., 2008). Sin embargo, aun son pocos los 
estudios acerca de sus impactos reales sobre el 
mantenimiento de la capacidad de proveer ser-
vicios, y no existe información que valide los im-
pactos de estos programas sobre la provisión de 
servicios (Guariguata & Balvanera, 2009). Asi-
mismo, varios de los supuestos acerca del man-
tenimiento de los servicios ecosistémicos no han 
sido comprobados (Locatelli & Vignola, 2009).

Planteamiento de la temática
Por lo antes expuesto, podemos afirmar 
que los pagos por servicios ambientales son 

mecanismos que, bien definidos y en situacio-
nes en las que no haya riesgo de crear incen-
tivos perversos, permiten la mejora constan-
te del recurso y de su entorno natural y, por 
tanto, contribuyen a incrementar la sustenta-
bilidad del sistema en el tiempo, primando la 
generación de externalidades ambientales po-
sitivas por medio de la transferencia de recur-
sos financieros de los beneficiarios de ciertos 
servicios a aquellos que proporcionan dichos 
servicios o son fiduciarios de los recursos am-
bientales. Para un mayor entendimiento acer-
ca de las externalidades ambientales positivas, 
Denmon (2014) explica que una externalidad es 
entendida como un efecto secundario o acceso-
rio que es involuntario, generado por una acti-
vidad y que incurre sobre otra/s personas que 
deben soportarlas; Mac Clay (2013) por su parte 
lo ejemplifica con los ecosistemas que proveen 
a la sociedad una serie de servicios, que los 
seres humanos aprovechan para el desarrollo 
de sus actividades. Estos servicios, si bien per-
miten obtener materias primas normalmente 
se encuentran subvaluados, y en términos eco-
nómicos, puede categorizarse a estos servicios 
ambientales como externalidades positivas.

Gobbi (2011) plantea en este sentido que “la 
alteración y la destrucción de los ecosistemas 
que proveen los servicios ambientales se debe 
en gran medida a que los proveedores de los 
ecosistemas carecen de un incentivo econó-
mico para tomar en cuenta los servicios am-
bientales que generan sus tierras a la hora de 
decidir el uso de estas”. 

Estos mecanismos contribuyen a la sustenta-
bilidad local y global, ya que elevan los bene-
ficios económicos para ambas partes, a la vez 
que se motiva la conservación ambiental apli-
cándose en lo local con efectos en lo global.

En el desarrollo temático se identifica la pro-
blemática de que, a los servicios ecosistémicos 
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proporcionados por los bosques de nuestro 
país, se les considera de libre disponibilidad, 
careciendo de precio o valoración económi-
ca, al no existir un mercado definido para sus 
transacciones y que, en la cotidianeidad de 
las actividades productivas, la contribución y 
el valor de los servicios ecosistémicos gene-
ralmente quedan encubiertos por la coyuntura 
económica de los mercados.

Por ello, su determinación hace necesario 
adoptar enfoques sistémicos que integren la 
naturaleza y la sociedad ya que las funciones y 
servicios ecosistémicos inciden en la sociedad, 
a la que modulan y viceversa, en una acción 
cíclica permanente con el objetivo de imple-
mentar criterios de producción a largo plazo.

En ese contexto, este trabajo tuvo como obje-
tivo analizar el contexto del marco legal y po-
líticas públicas relacionadas con mecanismos 
de compensación y como son PSA y REDD+ de 
los bosques nativos de Argentina.

Recuperación bibliográfica
Argentina se encuentra en una verdadera emer-
gencia forestal, acentuada en los últimos quince 
años por la expansión descontrolada de la ac-
tividad agropecuaria. La sanción de la Ley de 
Bosques Nativos en 2007 supuso un invalorable 
límite y regulación a tal avance, con un aporte 
trascendental de la sociedad civil (FARN, 2014).

Como punto de partida resulta importante 
precisar qué entendemos por “servicios eco-
sistémicos” o “servicios ambientales”. Confor-
me a la Evaluación de Ecosistemas del Milenio 
(MEA, 2005) los servicios ambientales son los 
beneficios que las personas obtienen de los 
ecosistemas. Ello incluye: 

•	“Servicios de aprovisionamiento” de alimen-
tos, agua, madera y otras materias primas 
como así también de recursos genéticos.

•	“Servicios de regulación” de los procesos de 
los ecosistemas: regulación del clima, man-
tenimiento de la calidad del aire, control de 
la erosión, regulación de enfermedades hu-
manas y purificación de aguas.

•	“Servicios culturales” relacionados con be-
neficios no materiales que hacen a los as-
pectos recreativos, educativos, estéticos o 
de belleza escénica de los ecosistemas.

•	“Servicios de soporte” que hacen posible la 
provisión de todos los otros servicios ambien-
tales y que incluyen la producción de oxígeno, 
la formación de suelos y el ciclo de nutrientes.

Desde una perspectiva netamente económica, 
la idea que subyace detrás de la valorización 
de estos servicios es compensar a quienes los 
proveen por los beneficios que los ecosistemas 
brindan. El pago por servicios ambientales actúa 
entonces como un incentivo a la conservación. 

En línea con lo anterior, la Ley Nº 26.331 apor-
ta una definición para los servicios ambienta-
les al establecer que éstos son “los beneficios 
tangibles e intangibles, generados por los eco-
sistemas del bosque nativo, necesarios para el 
concierto y supervivencia del sistema natural 
y biológico en su conjunto, y para mejorar y 
asegurar la calidad de vida de los habitantes 
de la Nación beneficiados por los bosques na-
tivos”, y agrega que “los principales servicios 
ambientales que los bosques nativos brindan 
a la sociedad” según Lottici et al. (2013) son: 

•	Regulación hídrica 
•	Conservación de la biodiversidad 
•	Conservación del suelo y de calidad del agua 
•	Fijación de emisiones de gases  

con efecto invernadero 
•	Contribución a la diversificación  

y belleza del paisaje 
•	Defensa de la identidad cultural 
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Vale decir, entonces, que esta ley de presu-
puestos mínimos reconoce diferentes presta-
ciones que nos benefician de manera indistin-
ta, y que dichas prestaciones provienen de los 
ecosistemas que los bosques integran. Estos 
beneficios, que se derivan de la conservación 
de los bosques, deben sin duda ser compen-
sados en favor de aquellos que realicen este 
esfuerzo de conservación. 

Aunque el pago por servicios ambientales de 
los bosques no tiene por qué estar directamen-
te asociado a la existencia de un mercado para 
estos (Gutman, 2003; Echavarría et al., 2004), 
los mecanismos de mercado son los que han 
sido normalmente analizados y propuestos. 

Existen distintos aspectos básicos que definen 
los esquemas de Pago por Servicios Ambienta-
les (Wunder, 2008): 

Son una transacción voluntaria; se da entre 
usuarios (beneficiarios del servicio) y provee-
dores (beneficiarios del pago) de servicios am-
bientales. Deben condicionarse a la implemen-
tación de medidas relativas al manejo de los 
recursos naturales en un predio determinado, 
con el fin último de proveer servicios ambien-
tales que produzcan beneficios por fuera de 
dicho predio.

El servicio ambiental (o uso del territorio que 
ofrezca ese servicio) debe estar bien definido; 
además ha de ser medible y adicional. Existe la 
necesidad de establecer la situación ambiental 
de partida sobre la que se adiciona el servicio.

Para asegurarse de que un servicio ambien-
tal es adecuado para ser incluido dentro de un 
sistema de PSA, es conveniente que presen-
te una serie de características, principalmen-
te relacionadas con su demanda, la eficiencia 
ambiental que puede suponer y la capacidad 
de seguimiento.

La principal característica que debe presen-
tar el servicio ambiental es tener demanda ya 
que, al fin y al cabo, lo que se busca es un 
comprador para éste. Es necesario que exis-
tan consumidores interesados en disfrutar del 
servicio ambiental y estar dispuestos a pagar 
por él (Martínez de Anguita et al., 2006).

Que el servicio ambiental tenga un reconoci-
miento social y una visibilidad por parte de la 
sociedad es clave para que exista esta deman-
da (GVA, 2010).

Una de las características diferenciadoras de 
los sistemas de pago es su condicionalidad, 
siendo primordial conocer su evolución en fun-
ción de la gestión que se le realice; ya que 
esto permite diferenciar compensaciones se-
gún territorios y gestores, incrementando la 
vigencia de los pagos al compensar en mayor 
cantidad a quién más contribuye (Del Álamo 
Jiménez & Rábade Blanco, 2010). 

Una perspectiva más actual es la de Wunder 
(2015), que destaca tres principios de los PSA, 
una externalidad ambiental gestionada a tra-
vés de un pago; la participación que es volun-
taria (del proveedor, sobre todo) y la condi-
cionalidad de los pagos. A su vez, enfatiza en 
que el estudio de los distintos grados de cum-
plimiento de los criterios puede ser útil como 
indicador de la representatividad del principio 
implícito de los pagos por servicios ambienta-
les. Añade también que definir un tipo ideal de 
PSA es necesario para entender la lógica de 
estos esquemas; ya que el propósito de de-
finir sistemas de PSA de una manera ideal es 
ayudar a discernir éstos de otros instrumentos 
parecidos, pero con algunas diferencias (Wun-
der et al., 2011).

También se ha incorporado el nuevo enfoque 
que considera usuarios de servicios ambien-
tales en lugar de compradores; estudiando el 
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carácter voluntario de los usuarios tomando 
un sentido analítico si tenemos en cuenta los 
mecanismos utilizados para organizar su par-
ticipación (Wunder, 2015).

Para la revisión de los casos estudiados en 
Argentina; se tomó como referencia la inves-
tigación realizada por Di Paola (2011), donde 
logró reconocer 3 tipos de servicios con mer-
cado (posible o emergente) para nuestro país, 
relacionadas particularmente con los recursos 
forestales. Ellos son: 

•	Mercado de Carbono: Es el caso más re-
conocido, donde los propietarios de planta-
ciones forestales reciben pagos por la fija-
ción de CO2 y quienes realizan emisiones de 
gases efecto invernadero son los que pa-
gan, en pos de compensar el impacto de sus 
actividades. 

•	Ecoetiquetado: Se caracterizan por ser 
programas voluntarios y apuntan a la dife-
renciación de los productos a través de la 
incorporación de consideraciones ambien-
tales en su producción. Como ejemplo, las 
Certificaciones Forestales instrumentadas 
por el Forest Stewardship Council (FSC) o el 
Programa para el Reconocimiento de Certifi-
cación Forestal (PEFC). 

•	Reducción de Emisiones procedentes de 
la Deforestación y la Degradación de los 
Bosques, la conservación y el incremen-
to de las capturas de CO2, también co-
nocida como REDD+: es un mecanismo de 
mitigación del cambio climático desarrollado 
bajo la CMNUCC que busca reconocer y pro-
veer incentivos positivos a los países en vías 
de desarrollo para proteger sus recursos fo-
restales, mejorar su gestión y utilizarlos de 
manera sostenible con el fin de contribuir a 
la lucha global contra el cambio climático y 
sus efectos (CMNUCC, 2007).

En la actualidad el mecanismo REDD+ incluye 
5 actividades: reducción de la deforestación, 
reducción de la degradación, conservación, 
manejo sostenible de los bosques y aumen-
to de los stocks forestales de carbono (CM-
NUCC, 2007). 

Si bien, inicialmente se planteó que el incenti-
vo se orientara exclusivamente a reconocer el 
almacenamiento de carbono de áreas fores-
tales con altos contenidos de carbono y fuer-
tes presiones de deforestación o degradación 
(lo cual se conoce con la sigla REDD), con el 
tiempo se incluyó un enfoque más amplio que 
reconoce otras actividades elegibles para este 
mecanismo, tales como la conservación de los 
stocks de carbono, la gestión sostenible de los 
bosques y el aumento de las reservas fores-
tales en los países en desarrollo (CMNUCC, 
2007), lo que ahora se conoce como REDD+ 
(REDD+ “plus”).

Los REDD son mecanismos orientados a la 
preservación y mantenimiento del servicio de 
absorción y fijación de carbono (CO2) prestado 
por los bosques lo cual resulta primordial para 
la mitigación del cambio climático. Conllevan 
la implementación de proyectos orientados al 
reemplazo de prácticas generadoras de proce-
sos de degradación y deforestación de cober-
turas forestales por otras que permitan la dis-
minución de las emisiones de gases de efecto 
invernadero (GEI) asociadas a esos cambios 
en el uso del suelo (Galarza, 2014). 

Por lo general, involucran el otorgamiento de 
compensaciones o pagos a los productores 
involucrados; existe una perspectiva a lar-
go plazo que contempla la contabilización del 
carbono en todo el espectro abarcado por la 
Agricultura, Silvicultura y Otros Usos de la tie-
rra (AFOLU por sus siglas en inglés), también 
denominado reducción de emisiones de todos 
los usos de la tierra (REALU) o REDD++. El 
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segundo signo + se utiliza para implicar fores-
tación/reforestación, salvaguardias sociales y 
REALU (FAO, 2014).

A través de las estrategias REDD, se busca que 
los bosques tengan un mayor valor en pie al que 
tendrían talados, puesto que se crea un valor 
financiero en el carbono almacenado en los ár-
boles. Una vez que se mida y cuantifique el car-
bono, la etapa final de REDD incluirá el pago de 
compensaciones por parte de países desarrolla-
dos a los países en desarrollo por sus bosques 
en pie. REDD es lo último en iniciativas de ges-
tión forestal sustentable ya que busca dar un 
vuelco al equilibrio económico para que sus va-
liosos bienes y servicios económicos, medioam-
bientales y sociales puedan beneficiar a países, 
comunidades, biodiversidades y usuarios de los 
bosques mientras contribuyen a la importante 
labor de reducir las emisiones de gas de efecto 
invernadero (García Idárraga, 2013).

Discusión de los hallazgos

Antecedentes encontrados en Argentina 
en lo que respecta a la Reducción de Emi-
siones Procedentes de la Deforestación y 
la Degradación de los Bosques (REDD)
En Argentina aún son escasos los proyectos 
REDD+ en evaluación o ejecución (MAYDS, 
2016). El Ministerio de Agroindustria de la Na-
ción y financiado por la UCAR (Unidad para el 
Cambio Rural) diseñó la estrategia nacional del 
Cambio Climático tomando como caso piloto a 
cinco municipios de Misiones (San Pedro, San 
Antonio, Bernardo de Irigoyen, El Soberbio y 
Andresito) para un “Estudio de Costo de Opor-
tunidad para REDD++ del Bosque Atlántico de 
la Argentina” con enfoque integrado de paisa-
je. Con ello, la Selva Paranaense se posiciona 
frente a la oportunidad de abrir las puertas al 
país en el mercado internacional de captación 
de carbono (CO2) por medio de los productores 
misioneros (Escobar, 2017).

El documento que permitió poner en valor a 
la hectárea de selva en pie sobre la base del 
carbono almacenado en su interior se deno-
mina “Estudio de Costo de Oportunidad para 
REDD++” y se refiere al valor económico que 
debe valer cada tonelada de CO2 que se alma-
cene por no deforestar el bosque o degradarlo. 
A su vez ese valor se relaciona con cada acti-
vidad productiva que no se va a llevar a cabo 
por conservar esas hectáreas (Escobar, 2017).

Poner en valor al Bosque Atlántico Argentino 
sobre la base del carbono nos remite directa-
mente al mecanismo forestal-climático más im-
portante que existe al presente y que fue reco-
nocido por Naciones Unidas en el año 2015 en 
la Cumbre de París: REDD+ que significa reduc-
ción de emisiones de gases de efecto inverna-
dero por deforestación y degradación evitada, 
aumento del stock de carbono por conserva-
ción y enriquecimiento del bosque, además 
hace que los bonos o certificados verdes sean 
una realidad cada vez más cercana. El estudio 
de costo de oportunidad para REDD++ del Bos-
que Atlántico realizó los cálculos para asignar 
valor a la tonelada de carbono comparando los 
ingresos anuales que generan cinco actividades 
productivas desarrolladas en Misiones y que 
compiten en superficie con los bosques: Yerba 
Mate, Tabaco, Citronella, Forestación y Extrac-
ción Forestal (Escobar, 2017). 

Hasta el momento, no se ha adoptado una de-
finición formal de Pagos por Servicios Ambien-
tales (PSA), lo cual puede conducir a confusio-
nes conceptuales. Un PSA es un sistema que 
cumple con los cinco criterios incluidos en la 
siguiente definición: i) es una transacción vo-
luntaria donde, ii) un servicio ambiental bien 
definido, iii) es comprado por al menos un com-
prador, iv) a al menos un proveedor de servi-
cios ambientales, y v) si y solo si el proveedor 
asegura la provisión del servicio ambiental (cri-
terio de condicionalidad) (Wunder, 2005).
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No obstante, la sancionada Ley Nacional Nº 
26.331 de Presupuestos Mínimos de Conser-
vación de Bosques Nativos provee un marco 
normativo para el diseño e implementación de 
esquemas de PSA dirigidos a la conservación 
de bosques nativos en todas y cada una de las 
provincias forestales del país. El Consejo Fede-
ral de Medio Ambiente mediante la Resolución 
N° 360 /2018, aprobó los “Lineamientos Téc-
nicos Estratégicos” para la implementación de 
la mencionada Ley; la misma estableció como 
herramienta de definición de uso del suelo en 
los Bosques Nativos (BN), los ordenamientos 
territoriales de los mismos, los planes de con-
servación, de manejo y de cambio de uso, y 
creó como herramienta de inducción, el Fondo 
Nacional para la Conservación y el Enrique-
cimiento de los Bosques Nativos (FNCEBN). 
Desde la aprobación de las leyes provincia-
les de bosques nativos y sus Ordenamientos 
Territoriales de Bosques Nativos (OTBN), las 
provincias han aprobado planes en las dis-
tintas modalidades en el marco de dicha Ley. 
Sin embargo, aunque en algunos casos se han 
establecido criterios de priorización de planes 
por aprobar, en general, aún no se han podido 
establecer mecanismos estables que orienten 
un proceso paulatino de desarrollo regional y 
eviten la dispersión de estos en el territorio 
boscoso provincial.

Los Lineamientos Técnicos Estratégicos pro-
puestos son el Desarrollo Forestal Sustentable 
(Manejo Forestal Sustentable a Nivel de Cuen-
ca y Manejo de Bosque con Ganadería Inte-
grada); restauración de bosques degradados; 
uso sustentable de la biodiversidad y fortaleci-
miento de áreas de conservación; prevención 
de incendios forestales e interface urbano-
bosque (COFEMA, 2018). 

El PSA contempla transacciones monetarias y 
no monetarias. Algunas transacciones de PSA 
brindan otros tipos de compensaciones por los 

servicios de ecosistemas, tales como el forta-
lecimiento de derechos de propiedad o licen-
cias temporarias para la gestión del ecosiste-
ma en cuestión (Herbert et al., 2010).

En los PSA es primordial el consenso de los 
actores respecto a la existencia y utilidad del 
servicio, la necesidad implementar medidas 
para su conservación, la realización efectiva 
–y con resultados comprobables- de las ac-
ciones de conservación o mantenimiento de 
los servicios y, por supuesto, el pago. En un 
ejemplo sencillo, un productor ubicado rio 
arriba se compromete, con una población 
situada rio abajo, a realizar sus actividades 
agrícola-ganaderas de un modo sostenible 
y que no perjudique la calidad de las aguas 
que corren hacia abajo. A cambio, recibe una 
compensación económica que es otorgada 
por los habitantes del pueblo de abajo inte-
resados en la conservación de la calidad del 
agua que utilizan (Galarza, 2014).

Las transacciones de PSA surgen cuando una 
empresa, organizaciones públicas y entidades 
sin fines de lucro asumen un interés activo al 
abordar un tema ambiental en particular. Di-
chos esquemas crean una nueva fuente de 
ingresos para la gestión, restauración, con-
servación y actividades de uso sostenible de 
la tierra y cuentan con el potencial suficiente 
como para promover una gestión sostenible de 
los ecosistemas (Herbert et al., 2010).

Según explica Gobbi (2011), en Argentina no 
se encuentran muy desarrolladas experiencias 
de implementación de esquemas de pagos por 
servicios ambientales o ecosistémicos (PSA). 
En Argentina la ejecución de pagos por servi-
cios ambientales aplicados a la conservación 
de bosques resulta también incipiente, aunque 
en las últimas dos décadas se implementaron 
más de 300 casos de PSA en América Latina 
(Di Paola, 2011a). 
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Por su parte, en forma conjunta entre la Se-
cretaría de Ambiente de la Nación (hoy Minis-
terio de Ambiente y Desarrollo Sustentable), el 
INTA y el Gobierno provincial, en el marco del 
proyecto de Servicios Ecosistémicos GEF entre 
las provincias del Chaco, Formosa y Entre Ríos 
con financiamiento internacional (Dirección de 
Bosques de la provincia del Chaco, 2016); des-
de el 2014 se encuentran elaborando una pro-
puesta de PSA para los bosques nativos de la 
provincia del Chaco. 

El proyecto tiene como meta la investigación 
técnica para poder identificar, reforzar los co-
nocimientos existentes, desarrollar políticas 
para posibilitar la aplicación de implementa-
ción del pago por servicios ambientales. La 
propuesta de PSA en preparación propone 
“abrir” las categorías rojas (de alto nivel de 
conservación) y amarillas (de mediano nivel 
de conservación) en diferentes subcategorías 
de conservación y manejo forestal, de tal ma-
nera que los usos de la tierra asociados a las 
mismas reciban un puntaje de acuerdo con su 
capacidad para generar servicios ambientales. 

Las compensaciones se gestionan mediante 
diferentes instrumentos que podrán adquirir 
la forma de bonos, certificaciones, certifica-
dos de Crédito de Carbono y certificaciones de 
gestión forestal. Todo ello se fundamenta en 
que los servicios ambientales y ecosistémicos 
cumplen funciones que permiten mantener el 
equilibrio natural de los ecosistemas y el am-
biente, suministrando así un conjunto de be-
neficios que sustentan la economía provincial, 
favorecen la inversión privada y apoyan el de-
sarrollo en aquellas poblaciones más vulnera-
bles en el medio rural. 

Si bien el esquema de PSA propuesto para im-
plementar las compensaciones para los bosques 
de la provincia del Chaco es más elaborado que 
el previsto en la Ley Nº 26.331, el mismo posee 

una serie de ventajas al planteo original: i) el 
empleo de un índice que contemple diferentes 
subcategorías de manejo y uso de la tierra fo-
restales en las categorías roja y amarilla permi-
te realizar pagos más justos ya que se corres-
ponden con una provisión más “real” de los SA 
(servicios ambientales), ii) permite enviar seña-
les más precisas en cuanto a qué usos y prác-
ticas de manejo forestales son deseables para 
mejorar la provisión de SA y la conservación de 
bosques, iii) el proceso de pago es más trans-
parente, ya que el productor (conociendo de 
antemano el puntaje de su predio) podrá calcu-
lar el monto de pago que le corresponde anual-
mente en función del valor del punto del índice 
establecido para un año en particular y iv) se 
disminuirían potenciales críticas al esquema por 
las variaciones en los montos de pago debido a 
fluctuaciones presupuestarias anuales del Fondo 
de Pago previsto en la ley, dado que si bien fluc-
tuaría el valor del punto del índice, el puntaje del 
predio rural se mantendría sin cambios (a me-
nos que el productor incorporase cambios hacia 
usos de la tierra que proveyeran mayor cantidad 
de servicios ambientales) (Gobbi, 2011).

De acuerdo con las premisas estipuladas en la 
Ley, la provincia del Chaco ha presentado un 
Proyecto De Ley (N° 3.480/2016), que atañe al 
régimen de la promoción de compensaciones 
por servicios ambientales y ecosistémicos que 
se encuentra en trámite a la fecha. 

La Ley N°.6.409 de Ordenamiento Territorial de 
los Bosques Nativos del Chaco, en su Artículo 12 
inciso f)”; y la Ley N°. 4.358 sistema Provincial 
de Áreas Protegidas, en su Artículo 3.- inciso d); 
establecen el marco general para el tratamiento 
de los servicios ambientales, no habiendo sido 
promovidos los mecanismos de financiamiento 
y pago por dichos servicios, los que resultan de 
vital importancia para el mantenimiento de los 
ecosistemas y del ambiente, la provincia está 
tratando de generar ese espacio. 
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El proyecto de Ley hace especial énfasis en 
que los bienes y servicios ecosistémicos de la 
provincia del Chaco pueden ser retribuidos o 
compensados por diversos mecanismos como 
la captura de carbono atmosférico, o por man-
tener inmovilizado un reservorio de carbono 
y evitar su liberación a la atmósfera. Los bos-
ques y humedales son pulmones activos, y la 
comunidad internacional puede retribuir eco-
nómicamente por este servicio; como un de-
recho genuino (Alonso et al., 2016). 

Misiones, cuenta con la valoración económica 
del servicio ambiental hidrológico del bosque 
nativo en la cuenca del arroyo Schwarzenberg, 
Eldorado, Misiones. El objetivo general del pro-
yecto de investigación fue valorar monetaria-
mente los servicios ambientales hidrológicos 
que prestan los bosques nativos a la cuenca 
del arroyo Schwarzenberg (Mantulak et al., 
2014). Se logró determinar el valor económi-
co que los habitantes de Eldorado asignan a 
los servicios hidrológicos del bosque nativo. 
Cada familia estaría dispuesta a pagar $ ARS 
28,9/año durante el periodo de 20 años del 
proyecto, que multiplicado por las 15.000 fa-
milias que utilizan el sistema público de abas-
tecimiento de agua del municipio de Eldorado, 
totalizan $ ARS 433.385/año como valoración 
económica ambiental de los servicios ambien-
tales de protección hidrológica que brindaría la 
implementación del proyecto propuesto, con 
un promedio de $ ARS 2.025/ha de bosques 
nativos protectores por año, totalizando $ ARS 
40.503/ha en el ciclo de 20 años planeado, 
considerando las 214 hectáreas previstas en 
la propuesta (Mantulak et al., 2014).

La misma provincia ha llevado a cabo un es-
tudio de factibilidad del establecimiento de un 
esquema de pagos por servicios ambientales 
el Bosque Atlántico del Alto Paraná (BAAP); la 
zona es uno de los “hot-spots” de biodiversi-
dad que demuestra la importancia biológica de 

la zona de bosques nativos en pie, junto con 
sus servicios ecosistémicos (Di Paola, 2011b). 
Se seleccionaron 4 áreas prioritarias dentro 
del BAAP, las cuales se han caracterizado en 
los aspectos ambientales, legales y económi-
cos con el fin de establecer una prioridad. Los 
pequeños productores, así como las comuni-
dades guaraníes se caracterizan por hacer uso 
de los predios a través de permisos de ocu-
pación, mientras que los grandes productores 
y las reservas privadas, presentan títulos de 
propiedad (Di Paola, 2011b). 

A este respecto, un elemento de importan-
cia para el establecimiento de contratos por 
la provisión de los servicios ambientales es 
el de regularizar la tenencia de la tierra. Res-
pecto a los demandantes del servicio ambien-
tal, se han detectado tres grupos de posibles 
interesados: empresas privadas, turistas y 
cooperativas hidroeléctricas. En cuanto a la 
constitución del fondo, el esquema legal de la 
fundación presenta menor presión tributaria 
que el fideicomiso, por tanto, esta es una op-
ción considerada en el esquema de este tipo 
en la provincia de Misiones (Di Paola, 2011b). 
Asimismo, la provincia de Misiones presenta 
un marco legal propicio para el establecimien-
to de un esquema de esta naturaleza con la 
ley de Presupuestos Mínimos de Protección 
Ambiental de los Bosques Nativos, la ley del 
Corredor Verde y otra pronta a reglamentarse 
que regula el pago por servicios ambientales 
(Di Paola, 2011b).

En la provincia de Jujuy, también se realizó un 
estudio similar de factibilidad de implemen-
tación de un esquema de pagos por servicios 
ambientales en la cuenca Los Pericos – Manan-
tiales. El estudio se basó en la protección de 
dos de los principales servicios ambientales: 
servicio hidrológico, este esquema se origina 
ante la presencia de agua como elemento des-
tinado a riego, consumo humano y provisión 
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de electricidad; y belleza escénica, motivado 
por la belleza circundante en el paisaje a la 
que se incluye fauna y vegetación (Sarmiento 
& Ríos, 2009; Di Paola, 2011a). De la informa-
ción recogida en el lugar se realizó un estu-
dio de prefactibilidad y factibilidad mediante el 
análisis económico y financiero en cuatro posi-
bles situaciones de flujos de fondos que el sis-
tema generaría. Se analizaron el marco legal y 
jurídico necesario para la implementación del 
sistema. Asimismo, se tuvieron en cuenta con-
clusiones y recomendaciones acerca de posi-
bles fuentes de financiamiento tanto locales, 
nacionales como internacionales (Sarmiento & 
Ríos, 2009; Di Paola, 2011a). 

En Chubut, se ha estudiado el potencial de la 
cuenca del río Futaleufú para la implementa-
ción de un esquema de pagos por servicios 
ambientales. Se ha considerado la viabilidad 
de un esquema por la provisión hidroeléctri-
ca, otro por la belleza escénica y un tercero 
por provisión de agua en la ciudad de Trevelín. 
En el primer caso, el demandante sería una 
empresa de aluminio que capta energía eléc-
trica que proviene de la represa ubicada en la 
cuenca en cuestión. El oferente sería el Parque 
Nacional Los Alerces ubicado en la zona (Di 
Paola, 2011a).

El precio debería negociarse con la empresa 
en función de los beneficios percibidos por la 
conservación. En el segundo caso, propone 
analizar el pago en función del costo de viaje 
para el acceso al Parque Nacional Los Alerces 
y validar el mismo mediante una valoración 
contingente. Los demandantes serían los tu-
ristas y los oferentes, el servicio de Parques 
Nacionales (Di Paola, 2011a).

En Córdoba, a raíz de las disputas por los bie-
nes comunes y su impacto en la apropiación 
de servicios ecosistémicos; se trató como me-
canismo que favorece la acumulación desigual 

hacia los productores que acreditan propiedad 
legal de la tierra, la entrega de compensacio-
nes monetarias con el objeto de “resarcir a los 
titulares que conserven el bosque nativo por los 
servicios ambientales que éstos brindan” (Ley 
9.814/2010: artículo 20-h) (Hansen et al., 2015; 
Cáceres et al., 2016; Cabrol & Cáceres, 2017).

El primer pago se efectivizó en el 2015 y com-
pensaba los servicios ecosistémicos corres-
pondientes al 2014. Esas compensaciones to-
talizaron $ ARS 13.45 millones (1,5 millones de 
dólares estadounidenses según la cotización 
del día en que se aprobó la Resolución SAyDS 
Nº 1.412). Este subsidio se distribuyó entre 
aquellos productores cuyas solicitudes fueron 
aprobadas por la Secretaría de Ambiente y 
posteriormente avaladas por el Gobierno Na-
cional (Cabrol & Cáceres, 2017). 

La gran mayoría de los beneficiarios fueron 
productores capitalizados. No obstante, con 
el apoyo de su organización, campesinos aso-
ciados al Movimiento Campesino de Córdoba 
(MCC) pudieron realizar los trámites requeri-
dos y beneficiarse con algunas de las compen-
saciones. Sin embargo, si se tiene en cuenta 
que alrededor de 600 familias campesinas es-
tán nucleadas en torno al MCC, se observa que 
aun entre los campesinos federados el número 
de beneficiarios ha sido muy bajo (~6%). Lo 
propio ocurrió con los recursos económicos ya 
que recibieron el 10% de las compensaciones 
monetarias (Cabrol & Cáceres, 2017).

El proceso de tratamiento, aprobación y regla-
mentación de la Ley de Bosques en la Provin-
cia de Córdoba resulta un caso paradigmático 
en esta discusión ya que permite vincular los 
conceptos de servicios ecosistémicos, cerca-
mientos, bienes comunes y acumulación por 
desposesión, en un marco de disputa y conflic-
tividad social donde emergen y se sostienen 
distintos posicionamientos político-ideológicos 
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(Cáceres et al. 2016). Resulta interesante ob-
servar cómo una normativa legal que pone el 
foco en la conservación de uno de los ecosis-
temas más importantes de Argentina no se 
adecua a la concepción que los campesinos 
tienen sobre el uso del territorio y el acceso a 
los servicios ecosistémicos que ofrece el bos-
que nativo (Hansen et al., 2015). 

La misma prioriza la idea de propiedad pri-
vada por sobre las normas consuetudinarias, 
los arreglos locales, el acceso flexible y el uso 
del bosque nativo, sobre la base de una lógica 
que contempla la concepción de los bienes co-
munes. En contraste, los productores capita-
lizados han encontrado mecanismos legales e 
ilegales que les permiten continuar con la ex-
tracción forestal. Por lo tanto, la nueva legisla-
ción ambiental genera también nuevas condi-
ciones sociales que se traducen en asimetrías 
y nuevas inequidades socioeconómicas entre 
actores productivos que operan en el mismo 
territorio (Cabrol & Cáceres, 2017).

En la provincia de Neuquén, en 2015 vecinos 
de la localidad de San Carlos de Bariloche pre-
sentaron un proyecto de ordenanza en el Con-
sejo Deliberante de la localidad, con el objeti-
vo de promover la protección y conservación 
de los bosques nativos (FARN, 2016). 

La ordenanza plantea un esquema de compen-
sación por servicios ecosistémicos que valora 
los servicios que brindan los bosques de esta 
localidad. Los pagos por servicios ecosistémi-
cos son esquemas flexibles, directos y adap-
tables, donde los proveedores de estos servi-
cios reciben un pago por parte de los usuarios. 
Involucran mecanismos de mercado para el 
resarcimiento a los propietarios de las tierras 
por sus prácticas y/o usos que mantienen o 
mejoran la conservación. Como lo indica la 
Organización de las Naciones Unidas para la 
Alimentación y la Agricultura estos servicios 

son de abastecimiento (por el suministro de 
recursos alimentarios y/o energéticos), de re-
gulación (en tanto son vitales para la salud de 
los ecosistemas) de índole cultural (en el uso 
tradicional de la tierra, el paisaje y la recrea-
ción) y de apoyo (para la formación del suelo y 
el reciclado de nutrientes) (FARN, 2016). 

Con esta iniciativa los propietarios de terrenos 
podrían recibir compensaciones por el servicio 
que los bosques prestan a la comunidad. Este 
proyecto propone, además del reconocimiento 
económico, regular y supervisar los mecanis-
mos de retribución por servicios ecosistémi-
cos con el objetivo de conservar, recuperar y 
asegurar el uso sostenible de la flora y fauna 
autóctona dentro del municipio de San Carlos 
de Bariloche (FARN, 2016).

Marco regulatorio para la compensación 
y pago por servicios ambientales
En el caso de estudio la normativa aplicable de 
presupuestos mínimos es La Ley Nº 26.331, 
se estructuró sobre dos medidas claves, una 
de las cuales produjo la paralización inmedia-
ta de los desmontes (la moratoria), mientras 
que la otra permitía transitar un proceso de 
fondo que apuntaba al ordenamiento ambien-
tal del bosque nativo, con la finalidad de que 
la preservación y el uso sostenible de estos 
ecosistemas sea una realidad, teniéndose ade-
más en cuenta la consideración de los servi-
cios ambientales que los mismos prestan a la 
comunidad (Quispe Merovich & Lottici, 2011).

Estos criterios requieren la consideración de 
cuestiones fundamentales y determinantes 
en la ponderación del valor de conservación 
y consecuente zonificación, como la superficie 
mínima para la supervivencia de la fauna y flo-
ra, la vinculación con otras comunidades natu-
rales y áreas protegidas, los valores biológicos 
sobresalientes, la conectividad entre ecorre-
giones, el estado de conservación, el potencial 
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forestal, de sustentabilidad agrícola y de con-
servación de cuencas, y el valor asignado al 
área boscosa y colindante por las comunida-
des indígenas y campesinas (FARN, 2014). 

En conjunto con las normativas vigentes 
a cumplir relacionadas a los mecanismos 
REDD+; surge el concepto de la adicionali-
dad que implica que la reducción de emisio-
nes producto de un proyecto REDD+ debe 
ser adicional a aquella reducción que hubiera 
ocurrido en ausencia del proyecto. Examinar 
el contexto es necesario para determinar el 
requisito de adicionalidad. 

Por ejemplo, una zona afectada por deforesta-
ción puede ser candidata ideal para un proyec-
to REDD+. En sentido contrario, la existencia 
de zonas protegidas y/o el apoyo gubernamen-
tal a proyectos que evitan la deforestación a 
través de subsidios y/o incentivos, no permi-
tirían que el requisito de la adicionalidad se 
cumpla y, por tanto, un proyecto REDD+ sería 
innecesario. En conclusión, un examen de la 
legislación nacional/ provincial relativa a las 
zonas protegidas es necesaria para determi-
nar si el requisito de adicionalidad se cumple y, 
por ende, se justifica la implementación de un 
proyecto REDD+ (Di Paola et al., 2011).

Un escenario relevante que aplicar a la adicio-
nalidad es la Ley de Bosques argentina (Ley Nº 
26.331), siendo obligatorio la solicitud y pos-
terior autorización de cambio de uso de sue-
lo. Dicha norma en su artículo 14 prohíbe los 
desmontes de bosques nativos clasificados en 
las categorías rojas y amarillas. En cambio, en 
la categoría verde el desmonte está permitido, 
aunque se encuentra sujeto a ciertas condi-
ciones y procedimientos establecidos en la ley.

Una aplicación estricta del requisito de adicio-
nalidad provocaría la exclusión de los bosques 
de las categorías rojo y amarillo como también 

de aquellos bosques que se encuentran en 
parques y reservas naturales, de cualquier 
proyecto REDD+. Pero cabe preguntarse, si 
es lógico otorgar fondos a aquellos países que 
otorgan concesiones para desmontar y no 
aquellos países que dictan leyes tendientes a 
proteger sus bosques. Claramente el objetivo 
del mecanismo REDD+ es incentivar la protec-
ción de los bosques estimulando el dictado de 
leyes protectoras.

Asimismo, los fondos derivados de un proyec-
to REDD+ podrían ser aplicados a aquellas zo-
nas protegidas recientemente creadas, como 
es el caso de los sectores creados por la Ley 
de Bosques, para reforzar el control y el cui-
dado de estas. Debido a la falta de recursos 
e infraestructura, muchas zonas protegidas 
pueden ser objeto de usos ilegales como des-
montes y fuegos intencionales y, por tanto, los 
fondos provenientes de la implementación de 
un proyecto REDD+ pueden ser destinados a 
reforzar el manejo de estas.

Las zonas protegidas son una forma efectiva 
de proteger los bosques y, por tanto, deben 
estar incluidas en un proyecto REDD+. Soste-
ner que las zonas protegidas no gozarían de 
los beneficios REDD+ generaría desincentivos 
y hasta se podría llegar a desafectar zonas 
protegidas con el objetivo de obtener los fon-
dos (Di Paola et al., 2011).

Actualmente se encuentra en vigencia como 
instrumento de gestión y en materia de coope-
ración internacional se encuentra en ejecución 
el Programa Nacional ONU-RE-DD Argentina; 
con un financiamiento del Programa de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) por 
US$ 3.842.370; la meta del proyecto consiste 
en incentivar la protección, administración y 
mejor gestión de los recursos forestales para 
sostener los servicios ambientales y contribuir 
a la lucha global contra el cambio climático. 
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Creará capacidades para implementar REDD+ 
(reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero causadas por la deforestación y 
degradación de los bosques, la conservación, 
el manejo sostenible de los bosques y el incre-
mento de las capturas de dióxido de carbono) 
a nivel nacional y provincial, generando el de-
sarrollo de conocimientos en REDD+ dirigidos 
a actores relevantes del país (MAYDS, 2016).

Por su parte los PSA requieren que se pueda 
revelar y explicitar el valor de los servicios am-
bientales provistos por los ecosistemas con un 
doble propósito (Lottici, 2010): i) el de requerir 
un pago a quienes demandan estos servicios 
ambientales, y están dispuestos a pagar por 
ellos, y ii) el de generar pagos que se traduzcan 
en ingresos económicos para los dueños de las 
tierras que proveen los servicios, generando 
así incentivos para la conservación de los eco-
sistemas. En general, los programas de PSA se 
usan para conservar bosques, aunque también 
se pueden utilizar para restaurar o realizar un 
uso del suelo que genere externalidades posi-
tivas. Entre estos usos del suelo se encuentran 
las actividades agrícolas (Engel et al., 2008).

Esto lleva a diversas aproximaciones sobre los 
PSA, que pueden observarse en algunas de las 
principales iniciativas que se encuentran en 
funcionamiento en la actualidad (FAO, 2007): 
i) las iniciativas de conservación de los bos-
ques en países en desarrollo, en particular en 
América Latina, y ii) las políticas agroambien-
tales en ciertos países desarrollados.

La ley establece también un Fondo Nacional 
para el enriquecimiento y la conservación de 
los bosques nativos con el objeto de com-
pensar a las jurisdicciones que conserven los 
bosques nativos, por los servicios ambienta-
les que estos brindan. Este Fondo está inte-
grado con recursos financieros públicos, en-
tre otros por: 

•	Partidas presupuestarias específicamente 
asignadas (no podrán ser inferiores al 0,3% 
de Presupuesto Nacional).

•	Un 2% del total de las retenciones a las ex-
portaciones de productos provenientes de la 
agricultura, ganadería y sector forestal. 

•	Préstamos/subsidios otorgados específica-
mente por organismos nacionales e interna-
cionales y 

•	Recursos no utilizados de ejercicio anteriores.

Conclusiones
En la Argentina es indispensable que la nor-
mativa sea acompañada de políticas públicas 
tendientes a lograr dos objetivos: la protec-
ción de los recursos naturales y de su calidad; 
y asegurar la infraestructura y las inversiones 
necesarias para poder absorber adecuada-
mente las nuevas demandas de los usuarios.

Lamentablemente, más allá de la ley Nº 
26.331, en la Argentina no existen otras nor-
mas que hagan referencia al manejo de los 
servicios ecosistémicos, existiendo un vacío 
legal que no fue llenado por la norma regla-
mentaria del Decreto 91/2009 que estableció 
que la Autoridad Nacional de Aplicación con 
participación del Consejo Federal de Medio 
Ambiente (COFEMA) elaborará guías meto-
dológicas a los fines de valorizar los servicios 
ambientales definidos por la Ley Nº 26.331, en 
el marco del Programa creado en el artículo 
12 de la Ley referida; cabe destacar que aún 
no fueron realizadas. A pesar de ello es impor-
tante manifestar, que la ley establece benefi-
cios y avances en la protección de los bosques 
nativos en la República Argentina generando 
nuevas obligaciones para las diferentes juris-
dicciones (provincias y municipios).

La complejidad de la valoración económi-
ca ambiental hace necesaria la participa-
ción de profesionales de distintas disciplinas 
para establecer lineamientos y métodos de 
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valorización de servicios ambientales. Por ello 
se propone la utilización de los instrumentos 
de los mecanismos de retribución y compen-
sación (bonos, certificaciones, certificados de 
Crédito de Carbono y certificaciones de ges-
tión forestal) emitidos por las entidades cali-
ficadas con reconocimientos internacionales, 
hasta tanto se elaboraren las guías metodo-
lógicas a los fines de valorizar los servicios 
ambientales definidos por la Ley Nº 26.331 en 
el marco del Programa Nacional de Protección 
de los Bosques Nativos.
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